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La prescripción de la acción laboral tiene como finalidad resolver con eficacia y en el menor 
tiempo los litigios que surjan de una relación laboral. Así lo ha manifestado la Corte Constitucional 
en su doctrina constitucional al resolver la exequibilidad de dicha institución procesal (Sentencias: 
C 072 /1994 y C 916/2010); no obstante, en la realidad el trabajador pierde oportunidad para 
reclamar derechos ciertos y específicos como el derecho al pago salarial por el servicio prestado. 
Lo que se vislumbra una desprotección generalizada a los trabajadores, en especial de aquellos 
legos en derecho laboral, que, por desconocimiento no acuden a la jurisdicción para que su 
empleador incumplido lo condenen al pago de las acreencias salariales. 
Por tal motivo, la investigación que aquí se presenta  examina la prescripción de la acción 
establecida en el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social desde una 
posición garantista constitucional, con base en la identidad teórica de los derechos y garantías del 
más débil propuesta por el profesor italiano Luigi Ferrajoli, en la medida que, actualmente existen 
un catálogo de derechos humanos delimitados a los trabajadores y dichos derechos son límites al 
poder del Estado, y son fundantes para la protección de los trabajadores. En relación a la existencia 
del salario como derecho humano, este está investido por su carácter de imprescriptible, por lo que 
se propone la invalidez sustancial de la prescripción de la acción laboral. 
La existencia jurídica de la prescripción en el derecho procesal del trabajo afecta 
integralmente las garantías de los trabajadores. Si bien no es eximente de responsabilidad el 
desconocimiento legal, es cierto que los trabajadores en su condición de sujetos débiles en su 
relación jurídica con el empleador su tratamiento es especial, y su catálogo de derechos sustantivos 
es amplia. Por tanto, no debe haber impedimento alguno para acudir a la jurisdicción para que le 
sean pagados a su favor los salarios no cancelados por el empleador. 
La situación socio-jurídico planteada se ilustra de la siguiente manera: si un trabajador no 
demanda a un empleador un derecho adquirido por la prestación personal de su servicio, verbi 
gracia, el salario, dentro de los tres años posteriores al surgimiento de la obligación, entonces 
correría el riesgo de resolverle en su contra la excepción de prescripción y perdería el derecho de 
acudir ante la jurisdicción para que condenen al empleador al pago de los emolumentos debidos, 
Comentado [ÓJMQ1]: Párrafo que no se justifica porque 
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elemento que se dice ser fundamental para el trabajador; sin embargo, la evolución que ha 
desarrollado el derecho laboral en correspondencia con la ejecución de los derechos humanos 
motivarían el criterio de imprescriptibilidad, y más aún cuando la característica del Estado 
colombiano es la consagración de un Estado social, máxima de un garantismo constitucional, que 
propende por una igualdad material de sus administrados y el respeto por los derechos 
fundamentales.  
En razón a lo precedente, se plantea como pregunta de investigación: ¿Cómo se determina 
la validez de la imprescriptibilidad de la acción laboral para la reclamación de salarios debidos por 
el empleador? Para aproximar a una respuesta jurídicamente viable, es necesario realizar un 
análisis a las razones de derecho expuestas por la Corte Constitucional en el examen de 
constitucionalidad al artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, para 
luego aportar una posición jurídica fundamentada desde la teoría garantista constitucional como 
cimiento de protección de los derechos fundamentales como límites al poder del Estado y 
particulares.  
La defensa que se hace a lo largo del presente artículo versa sobre la tesis que, si bien es 
cierto la Corte Constitucional se ha pronunciado respecto al examen constitucional de la figura de 
prescripción de la acción que emanan de las normas laborales por medio de la sentencia C 072 de 
1994, con el argumento de seguridad jurídica que ampara al trabajador, y por ende la necesidad de 
limitar en tiempo su oportunidad procesal; también es cierto que otros Estados Garantistas 
constitucionales, como en el caso de Bolivia, por disposición constitucional todos los derechos 
laborales, incluyendo el salario, son imprescriptibles y por consiguiente la reclamación de este 
derecho se prolonga indefinidamente. Por lo que es necesario aportar los criterios jurídicos para 
unos cambios legales en Colombia y que la acción laboral sea imprescriptible. 
El enfoque jurídico y la referencia que se torna fundante para la respuesta al interrogante 
investigativo, versa sobre la teoría garantista, la cual entiende los derechos fundamentales como 
límite de las actuaciones de los particulares a la luz de los derechos fundamentales y principios 
constitucionales estipulados en las constituciones políticas.  
En cuanto a la clasificación de los derechos protegidos por el Estado se dice que los 
derechos de libertad (libertad locomoción, libertad comercial, autonomía de la voluntad, libertad 
de conciencia) son considerados de primera generación, éstos le pertenecen al individuo y no 
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pueden ser vulnerados por actuaciones negativas por parte del Estado. Los derechos de segunda 
generación, arguyen a aquellos sociales, colectivos y económicos, que propenden por la protección 
de la población menos favorecida en las dinámicas económicas; promoviendo políticas de status 
positivo, en ellos se encuentra el derecho al trabajo como deber del Estado en su promoción; por 
último, los derechos de tercera generación, aquellos que emanan sobre el principio de solidaridad, 
la paz y el medio ambiente sano, son los márgenes de actuación de la administración y de los 
particulares, a saber, son las limitaciones de todo tipo de actuaciones que perjudiquen el orden 
jurídico.  
Al respecto conviene decir que los derechos sociales no son susceptibles de reclamación 
por medio de una acción directa hacia el Estado; no obstante, existen criterios en los que su 
protección es inminente: el primero, cuando el derecho al trabajo se encuentra vulnerado en 
conexidad con un derecho fundamental. El segundo, lo imperioso del presente texto, es cuando 
dentro de una relación laboral se vulneren derechos inherentes a los trabajadores, que, como se 
observará por medio de los derechos humanos laborales, los salarios se convierten en derecho de 
reclamación fundamental y pueden observarse como imprescriptibles, difiriendo a lo que acontece 
en el ordenamiento normativo laboral colombiano y su criterio trienal de prescripción. 
La herramienta metodológica es la obtención bibliográfica en la recolección de datos 
conceptuales de las sentencias C 072 de 1994 de la Corte Constitucional en el examen de 
constitucionalidad sobre la prescripción de la acción laboral, de la misma manera de los Convenios 
de la OIT relativos a los derechos humanos laborales, todo ello como datos primarios, y como 
secundarios, la doctrina relativa a la prescripción de la acción desde un contexto general, y 
particular en la prescripción laboral. De la misma manera, como fuentes terciarias aquellas 
identidades de la doctrina Garantista en específico la de Luigi Ferrajoli, en consonancia con los 
criterios de los derechos humanos laborales, con el fin de relacionarlo con derecho comparado en 
el caso de la imprescriptibilidad de la Constitución Política boliviana.  
El resultado final conservará un aporte académico a la evolución del derecho del trabajo 
desde una interpretación horizontal con los derechos humanos, situación que es tendencia en 
Latinoamérica. Por tanto, el valor imprescindible es aportar elementos constitucionales para el 
esperado Estatuto del Trabajo (Art. 53 C.N), mandato constitucional que le deben los legisladores 
al Estado colombiano. Puesto que, con la consagración determinada del derecho del trabajo como 
Comentado [ÓJMQ2]: Conocimiento básico, no se debe 
justificar con cita. 
Comentado [ÓJMQ3]: Es conocimiento básico no se debe 
justificar. 
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relación directa para la materialización de derechos fundamentales, les darían a los trabajadores 
una protección inminente sobre sus derechos adquiridos dentro de la relación laboral, y más aún 
cuando son la parte débil de la relación, y pensar por fin en un derecho del trabajo más protector 
consecuente con las exigencias de un Estado Social. 
El objetivo general es analizar la imprescriptibilidad de la acción en la reclamación de 
salarios, desde la aplicación del garantismo constitucional en los Estados constitucionales, en 
examen especifico de la sentencia C- 072 de 1994. Para ello es necesario describir los componentes 
conceptuales que realiza la Corte Constitucional para determinar su exequibilidad, posteriormente 
sostener posición en relación a los criterios de los derechos humanos laborales y su aplicación en 
otros Estados, justificativos para determinar su imprescriptibilidad. 
Para el desarrollo de la presente investigación en el primer capítulo se aborda jurídicamente 
los argumentos de la Corte Constitucional que examina la figura de la prescripción en derecho 
laboral, con el fin de tener soporte argumentativo para proponer posición sobre la 
imprescriptibilidad de la acción en los salarios. Puesto que, de ésta manera se vislumbra los 
argumentos jurídicos que sostienen la prescripción de la acción laboral y promueve la necesidad 
de reevaluar en el contexto colombiano la posibilidad de que los trabajadores puedan reclamar en 
cualquier tiempo sus acreencias por parte de los empleadores. 
El segundo capítulo se analiza el salario como derecho humano laboral fundamental desde 
la teoría del garantismo constitucional, teniendo en cuenta la evolución del derecho laboral que ha 
contribuido al desarrollo constitucional del Estado colombiano. Lo anterior, con el fin de entrever 
que el debate jurídico contemporáneo es la amplitud de los derechos humanos y la trascendencia 
de los derechos sociales, como el derecho al trabajo, fundamental para el proceso político y social.  
Por último, se compara el caso Colombia, con lo establecido en particular, en el Estado 
Plurinacional de Bolivia, quien conserva con Colombia como característica semejante, el modelo 
de Estado Social de Derecho, pero que en materia laboral presenta mayores progresos en cuanto 
al tema de la imprescriptibilidad de todos los derechos adquiridos en vigencia de un contrato de 
trabajo, desde el aspecto constitucional. Esto demuestra la imperiosa necesidad de que el 
ordenamiento laboral en Colombia progrese a la protección inminente de los derechos humanos 
de los trabajadores, proponiendo seguridad jurídica en la evasión de los empleadores al pago 
oportuno de los créditos sociales emanados de la relación laboral. 
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La prescripción trienal en Colombia tiene el objeto de resolver en menor tiempo y con 
eficacia los conflictos jurídicos entre el empleador y el trabajador, corresponde al justificativo que 
ha establecido como interpretación teleológica la Ley 50 de 1990, puesto que es evidente el 
principal afectado de no resolverse prontamente el litigio es el subordinado, ya que de los recursos 
percibidos por su trabajo depende su subsistencia y la de su familia.  
Por el contrario, si el ex –trabajador no demanda sus derechos ciertos ante la jurisdicción 
antes de los tres años contados a partir del surgimiento de la obligación perdería la oportunidad de 
que se los adjudiquen. Pero cuando el ex –trabajador por circunstancias ajenas a su voluntad se le 
imposibilita reclamar ante la jurisdicción, se le vulneran sus derechos e indirectamente lo están 
obligando a renunciar a estos, porque un derecho sin acción es como no tenerlo.  
Por esto es importante este trabajo al dar una respuesta a esta problemática que se podría 
generar desconociendo los principios garantistas que protegen la relación laboral y los derechos 
que de ella se generan, ya que están obligando indirectamente al ex –trabajador a renunciar a sus 
garantías mínimas como son los derechos ciertos , por una figura que la ley procesal prevé con 
buenas intenciones pero no establece una excepción; como enfermedad, desconocimiento de sus 
derechos laborales, o diversos motivos por los cuales no accionó en debido tiempo para reclamar, 
por ende perdiendo la oportunidad de hacerlos cumplir.  
La presente investigación es básica, no experimental y de tipo exploratorio, por lo que por 
medio de un estudio cualitativo se analizará los argumentos de la Corte Constitucional 
relacionados con el concepto de derechos humanos laborales, de igual forma, se estudiará las 
tendencias actuales laboralista en la región y específicamente en el Estado Plurinacional de 
Bolivia. Todo lo anterior, con el fin de reivindicar los derechos del trabajador, además de aportar 
desde la academia en las discusiones que se tienen que hacer en la consagración de un Estatuto del 
Trabajo. 
Planteamiento del Problema. 
La situación problémica que sustenta la investigación es en razón a describir la reclamación 
del salario como derecho imprescriptible, puesto que actualmente dentro de los tres años 
posteriores de crearse la obligación por parte del empleador el trabajador pierde la oportunidad 
procesal para exigir el pago, en consideración a los artículos: 151 de Código de Procedimiento 
Laboral y del Código Sustantivo del trabajo. A pesar de esto, la evolución garantista del derecho 
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laboral con base en derechos humanos tendría su sustento de imprescriptibilidad. Por lo que, la 
legislación laboral en Colombia dista de los avances constitucionales en garantías laborales que 
tienen otros ordenamientos jurídicos, como el caso de Bolivia, en donde son imprescriptibles los 
derechos laborales. Así, es imperioso analizar el conflicto existente entre la prescripción de la 
acción laboral, en asuntos de salario, en relación con los derechos imprescriptibles de los 
trabajadores, y correspondencia también desde un enfoque garantista constitucional. 
La hipótesis a resolver es que los salarios adeudados al trabajador son imprescriptibles, en 
la medida que cumplen con los criterios de un derecho fundamental. La justificación teórica para 
proponer la validez de la imprescripción tiene como punto de partida el examen de la institución 
de la prescripción de la acción laboral desde el enfoque del garantismo constitucional y los 
derechos humanos laborales. Por tanto, la legislación laboral debe modificarse a la protección de 
los trabajadores en Colombia cuando no son reconocidos el pago de salarios y estos son 
susceptibles de no ser reclamados por la prescripción vigente. Es así como la institución trienal de 
prescripción de la acción en Colombia atenta con el Convenio 95 sobre la protección del salario 
de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, de 1949. Además, dicho elemento que se 
encuentra prescrito en los artículos: 151 del C.P.T.S.S, y 488 del C.S.T, 41 del Decreto 3135 de 
1968 y 102 del Decreto 1848 de 1969 son contrarios a la Constitución Política de Colombia, en su 
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1 LA PRES CRIPCIÓN DE LA ACCIÓN LABORAL: GENERALIDADES  Y 
DOCTRINA INTERPRETATIVA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
Antes de profundizar sobre las identidades conceptuales de la Corte Constitucional sobre 
las razones de constitucionalidad de la prescripción de la acción, es necesario establecer cuál es la 
posición socio-jurídica que se obtiene de la formulación hipotética de la imprescriptibilidad de los 
derechos producto de la relación laboral en Colombia. 
Para comenzar, cabe mencionar que en materia laboral la normatividad colombiana está 
enfocada en la protección de la parte débil de la relación jurídica, es decir, el trabajador que frente 
a su empleador está en una posición de inferioridad.  Esta protección se manifiesta claramente en 
vigencia del contrato de trabajo, otorgando las garantías constitucionales y legales que le 
corresponden al trabajador en caso de un posible conflicto entre las partes, en especial cuando 
dicha relación es terminada de forma directa o indirecta por el empleador configurándose un 
despido sin justa causa, así otorgándole al trabajador las herramientas necesarias para iniciar la 
correspondiente reclamación en la jurisdicción ordinaria.  
Dentro de este marco ha de considerarse que el artículo 151 de Código de Procedimiento 
Laboral, en concordancia con el Artículo 488 y 489 del Código Sustantivo del trabajo, establecen 
un tiempo para que el trabajador pueda reclamar sus derechos ante la jurisdicción que son tres 
años, “que se contaran desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible”. Esto quiere 
decir que, los derechos adquiridos por el trabajador surgidos por la relación laboral y que continúan 
después de su terminación tienen un tiempo para ser exigidos y por lo tanto que se le reconozcan, 
de lo contrario una vez trascurrido dicho lapso de tiempo el ex -trabajador no podrá reclamarlos. 
Po otro lado, es imperioso interrogar también qué pasa cuando los derechos “Ciertos e 
indiscutibles” no son reclamos en el tiempo establecido por el artículo 151 del Código Sustantivo 
del trabajo, por circunstancia ajenas a la voluntad del ex -trabajador que le imposibilitaron la 
reclamación ante la jurisdicción.  La respuesta en la actualidad es simple, se pierden o mejor no es 
procedente su demanda por la vía jurídica, ya que la acción ha prescrito, en efecto se convertiría 
en una obligación natural donde solo intervendría la buena voluntad del empleador para su 
cancelación.  
Comentado [ÓJMQ4]: No se necesita justificar. Hace 
parte de una contextualización. 
Comentado [ÓJMQ5]: Análisis propio. No se necesita 
justificación. 
Comentado [ÓJMQ6]: Análisis propio. 
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Lo anterior, no sería procedente si se identificaran los derechos humanos indiscutibles de 
los trabajadores como Derechos Fundamentales, puesto que una de las características de estos es 
la ‘imprescriptibilidad’; observando la naturaleza del derecho del trabajo y su protección 
constitucional especial como lo establecido el art 53 como los principios mínimos fundamentales, 
la irrenunciabilidad de los derechos y la teoría garantista, se podría configurar que los derechos 
ciertos e indiscutibles se podrían exigir en cualquier momento, siempre y cuando se demuestre 
objetivamente las circunstancias que le imposibilitaron su reclamación en el tiempo debido.  
 
1.1 Caracterización General del Fenómeno Jurídico de la Prescripción 
 
1.1.1 Antecedentes Históricos 
 
El trabajo adelantado por los abogados Esteban Gaviria y José Chiran, titulado ‘Análisis  
crítico al cómputo e interrupción de la prescripción de acciones laborales, conforme a proveídos 
constitucionales, diferentes legislaciones y Derechos Humanos laborales’ (2013), desde un 
examen garantista critican especialmente el sistema de cómputo de la prescripción laboral, 
teniendo como base, también los derechos humanos laborales. 
En su descripción conceptual e histórica, del estudio antes citado, proporciona los 
elementos conceptuales que nos aterrizan a la prescripción como fenómeno jurídico. Es así que, 
define ésta figura desde el latín ‘praescriptio’ es la fuente etimológica del vocablo ‘praeescribere’ 
raíz de la palabra prescripción, hace referencia a ‘escribir enfrente de’; aplicado en el derecho 
sancionador romano como instrumento de cesación de los efectos de la pena, se consagro en el 
catálogo de normas impuestas en la ‘Lex Iulia’. La acción penal prescribía por la no ejecución de 
la pena con exepción de los delitos de ‘parricidio, la suposición de parto y la apostasía’; no 
obstante, se encontraban delitos que prescribían, como en el caso del adulterio, para el entonces 
llamado ‘stuprum’ y el ‘lenocinio’; su termino de prescripción era de cinco años. El más 
reconocido termino de prescripción se les otorgó a los crímenes políticos denominados ‘crimina 
publica’, su término para ejercer la acción de persecución al que cometía el delito era de 20 años.  
(Gaviria & Chirán, 2013) 
Comentado [ÓJMQ7]: Hipótesis, proposición. Fenómenos 
investigativo a desarrollar. 
Comentado [ÓJMQ8]: Parafraseo obtenido de Contreras 




Comentado [ÓJMQ9]: En el link 
http://bibliotecadigital.usb.edu.co/bitstream/10819/1893/1/An
alisis_Critico_Prescripcion_Gaviria_2013.pdf 
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Concluyen los autores que, posteriormente, la figura de la prescripción es aplicada en el 
derecho civil promulgada en la ley de las XII tablas, exactamente como medio factico de 
adquisición y perdida de dominio, todo enmarcado en la institución de ‘la usucapio’. La antigua 
Roma ya trataba la prescripción reconocida como ‘praescriptio pro actore’; fenómenos jurídicos  
que imponían un plazo determinado a modo de adquirir determinado derecho de dominio que es 
el caso de la primera de ellas o por lo contrario para extinguir un derecho de acción que es el caso 
de la ‘Pro reo’.  
 
1.1.2 Características Esenciales de la Prescripción 
 En el derecho de las obligaciones se entiende por prescripción: “la facultad o el derecho 
que la ley establece a favor del deudor para excepcionares válidamente y sin responsabilidad, de 
cumplir con su prestación, o para exigir a la autoridad competente la declaración de que ya no se 
le puede cobrar en forma coactiva la prestación, cuando ha transcurrido el plazo que otorga la ley 
para hacerlo efectivo su derecho”.  (Contreras, 2006, pág. 2; Gutierrez, 1978) 
La prescripción extintiva es institución jurídica encaminada a la extinción de determinada 
acción o derecho, es necesario discriminar sus más relevantes características, en especial aquellas 
que ha agrupado el profesor colombiano Jorge Camacho Cubides.  
(i) Inacción Jurídica: La inacción es sinónimo de inactividad, consiste en la 
inoperancia jurídica por parte del acreedor en virtud a la protección o exigibilidad 
de su obligación. 
(ii) Renunciabilidad: Se encuentra vinculada a la voluntad del acree 
(iii) dor el cual puede renunciar a ella, de forma tácita o expresa, de forma tal que al 
guardar silencio frente a su exigencia pierda oportunidad para reclamar ante el 
deudor. 
(iv) Alegación:  Es necesario que la parte que pretenda invocar la prescripción ésta 
debe ser alegada; manifestarlo por medio de su pretensión a fin de beneficiarse de 
sus efectos, requiriendo la declaración de ésta institución, contrario renunciaría a 
ella.  
Comentado [ÓJMQ10]: Es marco conceptual no hay que 
tener análisis propio. 
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(v) Transcurso del Tiempo:  La ley determina el tiempo que debe transcurrir para 
operar o nacer a la vida jurídica el fenómeno prescriptivo, el cual es relativo de 
acuerdo a la voluntad del legislador.  
(vi) Declaratoria por Juez: No es posible que se declaré de oficio, por lo que es 
necesario que al estar incluido en causal de prescripción del derecho o acción el 
juez responde por la pretensión incoada a favor de quien alego por ella, justificando 
su viabilidad. La caducidad por el contrario si puede ser declarada de oficio.  
(vii) Extinción de la Acción o Derechos: La extinción de la acción o el derecho 
sustancial en sí, según la postura asumida conforme a los impuestos previos del 
sistema doctrinario francés o el legislativo italiano ambos enunciados previamente.  
(viii) S e Interrumpe o S uspende: La característica más notable es la flexibilidad que se 
otorga sobre la suspensión o la interrupción. La diferencia consiste en que la 
interrupción da por borrado el tiempo transcurrido, por otro la suspensión 
simplemente congela en el tiempo, pero reconoce el tiempo que transcurrió.  
(ix) Naturaleza Procesal: La naturaleza es procesal, pertenece a una defensa adjetiva 
que permite el uso del debido, constituye como excepciones del demandado, ésta 
conlleva a un fin anticipado del proceso, sin que el juez profiera un 
pronunciamiento de fondo del mismo; contrarresta la acción del demandante o 
acreedor, operando contundentemente la seguridad jurídica y el respeto por las 
normas procesales. 
(x) Interés Público: La seguridad jurídica es el pilar que subyace la prescripción, 
justificándola bajo el criterio del bien común, impulsando que los ordenamientos 
no contemplen derechos o acciones permanentes. Todo con el justificativo, que en 
cuanto a los acervos probatorios deben contemplar la inmediación.  
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1.1.3 Diferencias entre la Prescripción y la Caducidad 
Es común que las dos instituciones jurídicas se tienen a confundir, aún más cuando se 
reconoce como concepto general que la caducidad extingue la acción y la prescripción el derecho; 
sin embargo, en el derecho laboral la regla general es que la prescripción legal extintiva de la 
acción, por lo que la interpretación es tendente a confundir, pero que sus diferencias son 
contundentes. 
El punto específico en que difieren estas dos instituciones consiste es que en la prescripción 
se extingue la acción más no el derecho, en la caducidad se extingue el derecho, por lo tanto, la 
acción. Y de manera específica se diferencia por las siguientes aplicaciones: 
1. En la prescripción el derecho tiene plazo indefinido, de una obligación civil pasa a una 
obligación natural. En la caducidad el derecho tiene lazo prefijado, es por eso que cuando 
se cumple la facultad, el derecho se destruye. 
2. La única fuente de la prescripción es la ley. La caducidad tiene dos fuentes: la ley y el 
acuerdo de voluntades. 
3. En la prescripción se aplica los derechos subjetivos de contenido patrimonial de carácter 
genérico. En la caducidad se aplica los derechos potestativos de carácter concreto. 
4. La prescripción se puede suspender o interrumpir. La caducidad es perentoria. 
5. La prescripción esencialmente se hace valer como excepción, como medio de defensa. La 
caducidad puede hacerse valer como acción y como excepción. 
6. La prescripción no se aplica de oficio, tiene que invocarse ante juez. La caducidad se aplica 
de oficio solo si se trata de derechos indisponibles (los “intuito personae”). 
7. En la prescripción existe conducta subjetiva traducida en la negligencia del acreedor. En la 
caducidad no se toma en cuenta la negligencia. Existe un elemento objetivo que es el plazo, 
por el cual el legislador constriñe a ejecutar en el menor tiempo posible la facultad o 
derecho”.  (Machiado, 2016) 
 
Dadas las diferencias señaladas se observa que las dos instituciones tienen funciones 
diferentes en aplicación jurídica, por un lado, el derecho de acción es susceptible de extinción 
únicamente por mandato de la ley, el derecho sustantivo que se pretende reclamar opera la 
Comentado [ÓJMQ11]: En el siguiente link : 
https://jorgemachicado.blogspot.com.co/2013/04/cad.html#_
Toc354731672 
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caducidad de ostentar el rango subjetivo que determina una norma, en una posición jurídica 
determinada. 
Por tanto, la prescripción trienal es un fenómeno jurídico propio de la disciplina laboral, 
por lo que su examen especifico ha sido estudiado desde la exigibilidad de las obligaciones  
emanadas de la relación laboral, siempre con el argumento de la seguridad jurídica del trabajo, 
pero nunca en virtud a la desprotección de los derechos fundamentales del trabajador. 
 
1.2 La prescripción en el derecho laboral 
 
La prescripción en el derecho sustancial es un modo de extinguir las obligaciones como el 
pago, y en el derecho procesal es una excepción que debe proponerse en la oportunidad procesal, 
que en el proceso laboral y de seguridad social colombiano se limita a la contestación de la 
demanda, y a la contestación de la reforma de la demanda, si es el caso. 
La prescripción de la Acción en materia laboral, tiene relación directa, en lo que la doctrina 
a denominado Excepciones perentorias definitivas materiales, a saber, este tipo de excepciones 
previas son las que niegan el nacimiento del derecho base de la pretensión, o aceptando en alguna 
época su existencia se afirma su extinción, como en el caso de la prescripción de la acción  (López, 
2005, pág. 55). 
El Código Procesal Del Trabajo Y De La Seguridad Social respecto a la prescripción de la 
acción manifiesta que: 
“Artículo 151. PRESCRIPCIÓN. Las acciones que emanen de las leyes sociales 
prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho 
exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un 
derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por 
un lapso igual. (…)” 
El anterior precepto normativo atenta directamente con el Convenio 95 sobre la protección 
del salario de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, de 1949, es decir, en principio los 
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151 del CPTSS, 488 del CST, 41 del Decreto 3135 de 1968 y 102 del Decreto 1848 de 1969 son 
contrarios a la Constitución Política de Colombia. 
 
1.3  La interrupción de la prescripción de acciones laborales en Colombia. 
 
El Código Sustantivo del Trabajo dispone la interrupción de la prescripción de la acción 
laboral en los siguientes términos: 
“Art. 489. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el empleador, acerca de un 
derecho debidamente determinado, interrumpe la prescripción por una sola vez, la cual 
principia a contarse de nuevo a partir del reclamo y por un lapso igual al señalado para la 
prescripción correspondiente.” (C.S.T Art. 489) 
La simplicidad que estipula el artículo anterior citado, presupone una mera reclamación del 
trabajador sobre las acreencias del empleador. La simple reclamación debe estar aducida sobre los 
términos específicos que considera adeudarle el empleador; no obstante, una doctrina 
interpretativa de la Corte Suprema de Justicia, predispuso que si bien exige una mera formalidad 
simple, también debe ser especifica de los elementos que constituyen la moratoria, así lo expresa 
la sala de asuntos de casación laboral en el año de 1986: “(…) Ello significa que para que se 
produzca el efecto de interrumpir la prescripción perseguida con el reclamo escrito, es 
indispensable que se individualice o especifique el derecho correspondiente. (…)” (C.S.J Sala 
Casación Laboral, Radicación No. 0322/1986). (Gaviria & Chirán, 2013, pág. 93) 
Lo que es cierto es que, el trabajador tiene por derecho subjetivo de reclamar posterior a la 
exigibilidad de su derecho en acreencia de su empleador, y su prescripción reiniciará posterior a 
dicha reclamación, siempre y cuando cumpla con el criterio de especificidad. Eso quiere decir, que 
la interrupción de la prescripción es una alternativa viable para el trabajador de extender el lapso 
impuesto por la ley; sin embargo, solo opera para aquel trabajador que conoce su situación jurídica, 
desplegando un amplio margen de desigualdad con aquellos que no conocen a fondo su situación 
jurídica en una relación laboral. 
 
Comentado [ÓJMQ13]: Código Sustantivo 
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1.3.1 El derecho determinado en la interrupción de la acción laboral: posición de la 
Corte Suprema de Justicia. 
 
Es claro, como se mencionó anteriormente, que los trabajadores tienen la oportunidad de 
interrumpir la prescripción trienal para el reclamo de los derechos sociales emanados por la 
relación laboral, siempre y cuando cumplan con el requisito de un simple reclamo ante el 
empleador señalando la prestación o un derecho determinado. No obstante, se observa que la carga 
del trabajador es fuerte, en la medida que en el reclamo radicado al empleador debe señalar 
exactamente el derecho que reclamará ante la jurisdicción, situación que acompleja el supuesto 
factico pretendido en el artículo 489 del Código Sustantivo del Trabajo. 
En razón a lo precedente, la Corte Suprema de justicia en su sala de casación laboral ha 
reconocido como a pesar de ser un simple reclamo, la condición de ser un derecho determinado 
debe ser estricto, señalando en caso de derecho a declarar ser especifico y en caso de prestaciones 
sociales la liquidación precisa. Así lo expresaba en su doctrina:  
“(…) Debe observarse que efectivamente como lo afirma el recurrente, el actor en tal carta 
no indica que prestaciones son las que cobra, siendo su reclamo vago e impreciso y por 
consiguiente no tuvo la vitalidad de interrumpir la prescripción. (…)” (C.S. J 24 de febrero 
1976) 
A pesar de lo anterior, el Alto Tribunal en su Sala Laboral en los últimos años ha realizado 
interpretaciones más garantistas en el contexto de reconocer las dificultades que tiene el trabajador 
en conceptos técnicos legales sobre el reclamo de sus derechos vulnerados o la discriminación de 
las prestaciones sociales debidas dentro de los escritos de las peticiones radicadas. 
Lo mismo sucede cuando entra a operar la figura de la Suspensión de la prescripción, si 
bien en la normativa laboral no existe dicha figura, si opera por analogía las previstas en el código 
civil, este fenómeno es aplicado cuando los interesados son menores de edad y exigen perjuicios 
ocasionados dentro de una relación laboral, al respecto indica la Corte Suprema de Justicia: 
“La ley laboral establece una prescripción que, frente a la prevista en otras legislaciones, 
puede considerarse de corto tiempo, que procura la reclamación rápida consecuente con la 
necesidad de definir ágilmente las controversias surgidas de una relación de trabajo. Sin 
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embargo, esta proyección cede en ciertas situaciones especiales en las que el Estado debe 
especial protección a determinadas personas, entre las cuales están los menores de edad, 
para quienes no corre el término extintivo de la prescripción, mientras estén en 
imposibilidad de actuar. Vale decir, que deja de operar en el momento en que alcanzan la 
mayoría de edad, o cuando su representante ejerce en su nombre el derecho de acción y en 
desarrollo del mismo presenta la demanda”. (C.S. J 24 Radicación: 34817/2011) 
Así se ha evidenciado como la Corte Suprema de Justicia a ampliado sus intepretaciones 
en el despliegue estricto de los deerchos laborales, tanto que ha extendido su doctrina con relación 
a instituciones civiles que protegen en ciertas cirncustancias a los trabajador; sin embargo, respecto 
a prescriptibildaid de la acción laboral continua ocacionando perjuicios en el reclamo de los 
salarios. 
 
1.4 Posición de la Corte Constitucional en la sentencia C 072 DE 1994: Constitucionalidad 
de la prescripción laboral. 
 
El 23 de febrero de 1994 la Corte Constitucional resuelve por demanda de 
constitucionalidad lo concerniente a la prescripción de la acción laboral. El ciudadano Eulogio 
Agudelo ejerció la acción pública de inconstitucionalidad; demandó la inexequibilidad del artículo 
151 del Decreto-Ley 2158 de 1948 (Código de Procedimiento Laboral) y el artículo 488 del Código 
Sustantivo del Trabajo, las cuales disponen: 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO LABORAL. ARTÍCULO 151. PRESCRIPCIÓN. Las 
acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde 
que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del 
trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente 
determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual. 
CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO. ARTÍCULO 488. REGLA GENERAL. Las 
acciones correspondientes a los derechos regulados en este código prescriben en tres (3) 
años, que se cuentan desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible, salvo en 
Comentado [ÓJMQ14]: Todo es analítico, no entiendo por 
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los casos de prescripciones especiales establecidas en el Código Procesal del Trabajo o en 
el presente estatuto”.  
El actor argumenta que son violatorias a la constitución las anteriores disposiciones legales, 
puesto que atentan contra el respeto a la dignidad humana, al trabajo y al interés general para que 
se cumplan las obligaciones de tipo laboral, teniendo en cuenta que nuestro país es un Estado 
Social de Derecho. Así mismo estas disposiciones impiden que se garantice la efectividad de los 
derechos de los trabajadores. 
De igual forma, indica en la demanda, que, al estipular una prescripción de tres años, la 
protección al salario considerado como un derecho inalienable e irrenunciable se limita a este 
lapso. Además, argumenta que tal regla general no responde al espíritu del constituyente en el 
amparo inminente al trabajo y los frutos que se obtienen de él. 
Por otro lado, el señor Procurador General de la Nación ha dicho sobre la demanda presentada 
por el actor y  a su vez solicitó  se declarara la exequibilidad de acuerdo a: 
‘’En primer lugar, sostiene el jefe del Ministerio Público que el demandante aduce que las normas 
acusadas son violatorias de la actual Constitución, pero "No hace sin embargo alusión de la manera 
cómo los mencionados ordenamientos ingresaron o fueron adoptados como legislación permanente, 
tratamiento que debe darse a los decretos legislativos, esto es, a los expedidos por el Ejecutivo con 
fundamento en atribuciones del llamado Estado de Excepción, cuya vigencia expira al levantarse el 
mismo, para que ellos tengan validez jurídica en el tiempo".  Con base en la anterior anotación, 
manifiesta que, en tales circunstancias la Corte Suprema de Justicia fue unánime en su criterio de 
declararse inhibida para fallar sobre la inexequibilidad cuando se intentara la acción sólo contra 
el Decreto legislativo, sin invocar la norma que la incorporaba  al ordenamiento permanente, "con 
el argumento de que esta última es la que tiene la virtualidad de la que aquél carece en tiempos de 
normalidad, de tal suerte que los vicios que afecten a aquél, en realidad existen en la ley que lo 
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1.5 Argumentos Justificativos de la Corte Constitucional 
 
El Magistrado Ponente, el Doctor Vladimiro Naranjo Mesa, realizó en el acápite de las 
consideraciones de la Corte un examen interpretativo historicista respecto a la naturaleza jurídica 
de la prescripción, señalando que el tiempo rige el acto jurídico, “el tiempo determina el adecuado 
ejercicio de ésta, con el fin de que el derecho siempre sea no sólo lo justo y equitativo, sino lo 
proporcionado con la realidad, de acuerdo con las circunstancias de tiempo, modo y lugar”. 
(C.Cons. C 072/1994; concluyó que la oportunidad es una condición de viabilidad del ejercicio del 
derecho y de la eficacia de la acción “Lo justo jamás puede ser inoportuno” (Palabras textuales de 
la Jurisprudencia). 
En consideración a lo anterior, la relación de tiempo y oportunidad de ejercer el derecho 
son consecuentes para los argumentos de la Corte, puesto que el tiempo determina si la acción es 
conveniente o inconveniente; en otras palabras, si la acción es adecuada o inadecuada. El criterio 
preponderante es el de conveniencia. 
Por consiguiente, las razones de derecho de la Corte más allá de realizar un ejercicio de 
ponderación de principios constitucionales, se limita el Magistrado ponente a exponer 
presunciones, puesto que, como afirmación medular para la presente investigación: no es posible 
determinar que lo justo debe ser siempre oportuno: los salarios son fruto del trabajo, debe ser 
posible siempre su reclamación mientras las pruebas subsistan sin la limitación del tiempo en su 
reclamación.  
Ahora bien, argumenta el Alto Tribunal que con respecto al núcleo esencial del derecho al 
trabajo con la figura de la prescripción no se desconoce, “La prescripción extintiva es un medio de 
extinguir la acción referente a una pretensión concreta, pero no el derecho sustancial fundamental 
protegido por el artículo 25 de la C.P., porque el derecho al trabajo es en sí imprescriptible” (C. 
Cons. C 072/1994).  
 En consideración a lo anterior, la OIT dicta citada anteriormente, carece de especificidad, 
puesto que, si bien el derecho nunca se extingue, su acción sí. Los salarios no deben considerar su 
reclamación en límite de tiempo, como lo indica el articulo 12 numeral 2 del convenio 95 
pronunciado por la O.I.T y que fue ratificado por Colombia por la Ley 54 de 1992, el cual señala 
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que los pagos salariales deben hacerse al finalizar el contrato de trabajo dentro de un plazo 
razonable; 
“Cuando se termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de todos los 
salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, un contrato colectivo o un 
laudo arbitral, o, en defecto de dicha legislación, contrato o laudo, dentro de un plazo 
razonable, habida cuenta de los términos del contrato”. (Organización Internacional del 
Trabajo, 1952)                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          
A manera de reflexión de la cita anterior: lo razonable es que toda relación laboral tiene 
como efecto una remuneración, por lo tanto, lo debido siempre se podrá cobrar, si por 
consideración legal no es posible y se extingue la oportunidad procesal de hacerlo, el trabajador 
entonces quedaría vulnerado ante la posibilidad de conocer luego de tres años que existen criterios 
salariales que no le fueron cancelados por parte del empleador. 
 
1.6 Reflexiones sobre el resuelve de la sentencia C 072 de 1994. 
 
La Corte Constitucional finaliza su argumento en la providencia, indicando que la 
prescripción de tres años que se demanda no contradice los principios mínimos fundamentales del 
trabajador, aludiendo que  la finalidad de dicha institución procesal  es adecuar a la realidad el 
sentido mismo de la oportunidad, con lo cual logra que no se desvanezca el principio de la 
inmediatez, que, obviamente, favorece al trabajador, por ser la parte más necesitada en la relación 
laboral; sin embargo, la generalidad excluye lo particular, la Corte no deja un margen de 
interpretación cuando el trabajador desconoce los mecanismos jurídicos de reclamación de salarios 
debidos por un empleador; se olvida que el trabajador siempre estuvo en estado de subordinación, 
y en ocasiones, consideró como cierto lo pronunciado por su empleador, es decir, una persona que 
nunca estuvo asesorada y se dejó descontar los valores salariales debidos por autonomía de la 
empresa, el tiempo y esfuerzo físico y mental fue mal gastado y explotado. 
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En este orden de ideas, las razones de decisión del cuerpo colegiado se pueden considerar limitado, 
en cuanto a los siguientes puntos: 
(i) Los argumentos constitucionales del demandante no fueron tenidos en 
consideración, sobre la relación de los artículos de la constitución. 
(ii) La revisión de constitucionalidad no se pronunció de fondo sobre el espíritu del 
constituyente, ni a la relación del derecho de la prescripción con el Estado Social 
de Derecho.  
(iii) Los argumentos de seguridad jurídica respecto al trabajo, por el cual se inspira la 
prescripción de la acción, no son consecuentes con la protección del derecho al 
trabajo, puesto que de los frutos producidos por el servicio prestado por el 
trabajador no pueden ser desconocidos en ningún tiempo, y más aún como se 
explicará posteriormente, sobre los derechos humanos fundamentales del trabajo. 
El trabajador que ha vendido su fuerza física o mental a un empleador durante la vigencia 
de un vínculo laboral, lo que espera es la retribución sobre la prestación de su servicio, en ocasiones 
por desconocimiento de las garantías laborales, el trabajador se abstiene de ejercer algún tipo de 
acción, por considerarse un subordinado, es inconsecuente que si el Estado colombiano amparó al 
trabajo como valor supremo constitucional, no es justificable que los frutos obtenidos de ese 
trabajo puedan ser relegados. En un Estado constitucional garantista que ampara los principios 
mínimos fundamentales durante la existencia de la persona, son imprescriptibles, por ser íntegros 
a la dignidad humana. Por consiguiente, el único beneficiario por esta figura legal es el empleador, 
puesto que obtendrá beneficios económicos a excluir acreencias laborales en tres años, mientras 
que el trabajador pierde la oportunidad de reclamar lo que de buena manera ha conseguido, 
indudablemente un detrimento a su patrimonio. 
En revisión de Tutela en sentencia T 084 de 2010 señala que: ‘’(…) Por lo tanto, una 
medida como la prescripción de las acciones laborales puede en efecto intervenir o desproteger 
derechos fundamentales, pero, como al mismo tiempo propende por la garantía de otros, no por 
sólo ello puede ser considerada inconstitucional” (C. Const. T- 084/ 2010).  Una interpretación 
corta, en término de la prescripción laboral cuando se declara un contrato realidad, lo que es cierto 
es que la Corte Constitucional no puede desvirtuar el tratamiento doctrinario de la Corte Suprema, 
Comentado [ÓJMQ15]: Analítico, reflexiones propias. 
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también es cierto que es necesario abrir el debate sobre la declaratoria de la imprescriptibilidad de 
la acción laboral. 
Si bien es cierto que la excepción a la regla general sobre la prescripción de las acciones laborales, 
se encuentra estipulada en el Artículo 489 del Código Sustantivo del Trabajo y el Articulo 151 del 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, la cual indica que el simple reclamo escrito 
del trabajador, recibido por el empleador acerca de un derecho debidamente determinado 
interrumpe la prescripción, también es cierto que el grueso del fenómeno jurídico que se estudia 
es especifico; puesto que tiene que ver cuando el trabajador pasados 3 años luego de terminar su 
vínculo laboral nunca reclamó, puesto que desconocía el derecho dispositivo que le otorga la 
legislación laboral, pero que, a pesar de ello siente vulnerados sus derechos cuando conoce que 
existen factores salariales aun por cancelar. 
 Lo anterior, se argumentará con base en la teoría del garantismo constitucional, y los 
criterios de identificación de un derecho fundamental, y por tanto la imprescriptibilidad de la 
acción de estos. Teniendo en cuenta de igual forma, los análisis jurisprudenciales de las altas cortes 
al respecto, con el fin de aportar una propuesta desde la teoría para la reflexión académica de la 
imprescriptibilidad de la acción en estos casos. 
 
1.7 La Revisión de Constitucional en la S entencia C 916 de 2010 
El actor que impulsa la demanda de inconstitucional, en ésta ocasión, es mucho más preciso para 
elevar sus cargos. Los argumentos mínimos que utiliza versan sobre las posiciones del Convenio 
95 de la OIT en relación a la protección de los salarios: 
“Cuando se termine el contrato de trabajo se deberá efectuar un ajuste final de todos los 
salarios debidos, de conformidad con la legislación nacional, un contrato colectivo o un laudo 
arbitral, o, en defecto de dicha legislación, contrato o laudo arbitral, dentro de un plazo 
razonable, habida cuenta de los términos del contrato”. Así, al obligar al “ajuste final de todos 
los salarios debidos”. (Conv.95. OIT. Art. 12/2) 
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Lo que es más importante, es la posición que le indica al Alto Tribunal que los artículos 488 del 
Código Sustantivo del Trabajo y el 151 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social son 
inexequibles, al señalar que: 
 
“(…) el Convenio impuso un límite a los Estados partes en cuanto a la regulación de la 
prescripción, buscando que el trabajador reciba el pago de todos los salarios debidos. En 
otras palabras, ha de entenderse que el propósito es que la extinción de la obligación del 
empleador sea por pago, y no por otro modo, como la prescripción. Por ende, se viola el 
Convenio 95 con un régimen de prescripción que, llegada la terminación del contrato de 
trabajo, no hace posible que el trabajador obtenga el “ajuste final de todos los salarios 
debidos”. (C. Cons. C 916/2010) 
 
El anterior cargo no es tenido en cuenta, puesto que la Corte luego de hacer un examen 
historicista sobre el fenómeno jurídico de la prescripción y la caducidad, señala que dichas figuras 
son protectoras, en el caso laboral, al trabajador; en la medida que conserva en un lapso 
considerable las pruebas en poder del empleador. Indica que es considerable la protección jurídica 
sobre este precepto trienal de prescripción al salvaguardar la seguridad jurídica y el equilibrio 
económico de las partes en una relación laboral. 
Otro punto importante, es asumir el criterio que, con la prescripción extintiva de las 
acciones, el legislador busca evitar el sometimiento a juicio de causas que no podrían ser 
racionalmente discutidas, porque se ha dejado pasar un tiempo prolongado desde que 
efectivamente ocurrieron. (C. Cons T 084/2010) 
La razón fundamental del cuerpo colegiado, tiene que ver con el criterio de conveniencia 
de la prescripción a corto plazo, no es más que, las mismas razones de protección jurídica que insta 
la Corte que se le hace al trabajador el estipular la prescripción de la acción laboral, sostiene como 
fundamentos constitucionales lo siguiente: 
Las prescripciones de corto plazo buscan también la seguridad jurídica, que, al ser de interés 
general, es prevalente (art. 1o. superior).  Y hacen posible la vigencia de un orden justo (art. 
2o. superior), el cual no puede ser jamás legitimador de lo que atente contra la seguridad 
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jurídica, como sería el caso de no fijar pautas de oportunidad de la acción concreta derivada 
del derecho substancial. (C Cons. C 916/2010) 
De la misma manera, señala que los principios de inmediatez y prontitud que desenvuelven 
toda relación laboral es beneficioso al trabajador en la postura de sostener la prescripción trienal. 
Sostiene que no hay violación al principio de igualdad, y que por el contrario la protección del 
trabajador es inminente. Sintetiza que son exequibles las normas, y que de lo contrario perjudica 
el devenir de los trabajadores en querer demandar a un empleador extemporáneamente con el 
riesgo de no conservar las pruebas que necesita para su protección. 
En suma, con lo descrito hasta aquí, es precaria la posición de la Corte Constitucional, no 
realiza un examen minucioso ni teleológico sobre el salario como derecho fundamental, se limita 
a expresar razones de paso que son solo juicios valorativos sobre la necesidad de protección a los 
empleadores con una simulada argumentación proteccionista. Esta postura se defiende en la 
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2. LA JUS TIFICACIÓN DEL S ALARIO COMO DERECHO FUNDAMENTAL 
IMPRES CRIPTIBLE Y S U PROTECCIÓN GARANTIS TA 
 
El trabajo es el resultado del esfuerzo físico y mental por parte de una actividad humana, 
es decir, lo que produce el ser humano ya sean valores materiales o bienes intangibles. En el 
ordenamiento jurídico laboral colombiano, el Decreto Ley 2663 de 1950, que implementa el 
Código Sustantivo del Trabajo, indica taxativamente que trabajo es: “Toda actividad humana libre, 
ya sea material o intelectual, permanente o transitoria, que una persona natural ejecuta 
conscientemente al servicio de otra, y cualquiera que sea su finalidad, siempre que se efectúe en 
ejecución de un contrato de trabajo (Art. 5).” 
El concepto desde un aspecto constitucional funda una de las características del Estado 
Colombiano, el cual es cimiento fundador de la República (Art. 1 C.N). La conservación de la 
dignidad humana en el trabajo, a saber, es de interés en el desenvolvimiento del Estado, en cuanto 
a la protección inminente de cualquier abuso laboral o trabajo forzado, condición por la cual las 
relaciones de trabajo deben ser reguladas con base en principios constitucionales. 
La protección constitucional al derecho del trabajo no habría sido posible sin el desarrollo 
del Estado Social de Derecho como organización política. El Estado social ha sido por evolución 
misma del trabajo como derecho social, en cuanto a que, los trabajadores a lo largo de la historia 
de la humanidad han reivindicado sus derechos, y con mayor intensidad; luego de la explosión 
industrial y los avances técnicos y tecnológicos, los movimientos sociales de trabajadores libraron 
luchas en las cuales han ganado unos mínimos de derechos y unas obligaciones por parte del 
capitalista, que se debe respetar en fundamento a la dignidad humana, para contrarrestar el poder 
dominante de los capitalistas.  (Borda, 2007) 
De lo anterior se analiza entonces que los Estados Sociales reglamentan al trabajo desde 
dos dimensiones: (i) El Derecho del Trabajo y (ii) el derecho al trabajo. El primero se encuentra 
en la dimensión de intereses privados, en cuanto regula la relación entre el asalariado dependiente 
y un empresario, no siempre en correspondencia de un contrato escrito, pero para su observancia 
jurídica es necesario envestirse de estos dos sujetos de derechos y deberes. El segundo pertenece 
al campo del derecho público, en cuanto el trabajo es objetivo esencial del Estado Social y debe: 
Comentado [ÓJMQ16]: C.S.T 
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incentivar, proteger y vigilar las relaciones de trabajo y el acceso al mercado laboral, con el fin del 
mantenimiento productivo de la economía. Las relaciones disciplinarias no son excluyentes, y la 
protección del trabajador desde un orden constitucional es eminente.  
 
2.1. La referencia Teórica en los Estados Garantistas constitucionales: Justificativo de los 
derechos humanos laborales en Colombia. 
 
El Estado garantista constitucional ha sido definida como aquella estructura rígida de 
derecho que limita las actuaciones de los particulares a la luz de los derechos fundamentales y 
principios constitucionales estipulados en las constituciones políticas. Los derechos de libertad, 
los de primera generación, son los que le pertenecen al individuo y no pueden ser vulnerados por 
actuaciones negativas por parte del Estado; los derechos de segunda generación, arguyen a 
aquellos sociales, colectivos y económicos que propenden por la protección de la población menos 
favorecida por las dinámicas económicas, promoviendo políticas de status positivo; y los derechos 
de tercera generación, aquellos que emanan sobre el principio de solidaridad, la paz y el medio 
ambiente sano, son los márgenes de actuación de la administración y de los particulares, a saber, 
son las limitaciones de todo tipo de actuaciones que perjudiquen el orden jurídico.  
El profesor Miguel Carbonell haciendo referencia al garantismo constitucional, indica que: 
‘’Una de las principales ideas del garantismo es la desconfianza hacia todo tipo de poder, 
público o privado, de alcance nacional o internacional. El garantismo no se hace falsas 
ilusiones acerca de la existencia de “poderes buenos”, que den cumplimiento espontáneo 
a los derechos y prefiere verlos limitados siempre, sujetos a vínculos jurídicos que los 
acoten y que preserven los derechos subjetivos, sobre todo si tienen carácter de derechos 
fundamentales (Carbonell, 2009). 
Es así como se examina que la soberanía interna de un Estado, entonces, se materializa por 
el respeto de su propia organización política y legal, las dimensiones sustanciales propias de las 
garantías constitucionales deben ser respetas, sin más condiciones que la valides de los Derechos 
Humanos y los Derechos Sociales que la inspiran. En efecto, no deben estar condicionadas a 
criterios macroeconómicos ni a intereses particulares para su violación. 
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Es necesario reconocer los antecedentes conceptuales que inspiran al garantismo 
constitucional. La dogmática positivista clásica (teoría positivista del derecho) demostró con su 
desarrollo que no respondía a los problemas y necesidades de la mayoría de los individuos, prueba 
de ello la crisis del Estado de derecho, esto conllevo a que amplios sectores de la comunidad 
jurídica comenzaran cuestionar conceptual y teóricamente los postulados del positivismo jurídico, 
ocasionando movimientos Críticos en el interior de la disciplina. 
En razón a lo anterior, en Italia se desarrolló a finales de los años sesenta y comienzos de 
los setenta, el movimiento del ‘Uso Alternativo del Derecho’, encabezado por profesores, 
abogados y magistrados progresistas, instaban en reconfigurar las estructuras estrictas del 
positivismo radical de Kelsen. El objetivo del movimiento fue tender a que las instituciones 
jurídicas vigentes se utilicen al servicio de las personas menos favorecidas. Si bien, no pretendía 
implementar un nuevo paradigma jurídico en remplazo de la dogmática positivista, lo que se 
pretendía era identificar las falencias y las contradicciones del sistema para de esta forma aplicarlo 
de forma diferente y democratizar el derecho, sin desconocer el sistema oficial. (Wolkmer, 2003) 
Por consiguiente, uno de los más importantes representantes de este movimiento en la 
actualidad es el profesor: Luigi Ferrajoli, el cual se tendrá como referente teórico en el presente 
trabajo, con énfasis en sus obras Derechos y Garantías la Ley del más Débil (1999), y Democracia 
y Garantismo (2010), permite comprender mejor las dinámicas del Estado constitucional como son 
los Derechos Fundamentales y los Derechos sociales sin desconocer las estructuras de las 
instituciones que lo componen.  
En cuanto al derecho al trabajo, los Derechos Sociales son pilares fundamentales del estado 
social, en la medida en que con su aplicación se concreta la igualdad sustancial de los asociados y 
así poder ejercer los demás derechos en un plano de igualdad real, no meramente formal. En el 
caso de la prescripción de la acción laboral es una violación directa sobre la protección a los 
derechos humanos laborales en Colombia, en especial aquellos que son límites para el Estado. 
La afirmación anterior, se respalda desde la validez de las normas en un Estado Garantista 
Constitucional y siguiendo la postura garantista de Ferrajoli, en donde se debe comprender las 
formas de producción normativa para implementar los mecanismos necesarios para la protección 
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de los Derecho Sociales, en especial los derechos laborales; en términos simples, la validez de una 
norma está directamente relacionada con su coherencia con los postulados sustanciales 
establecidos en la Constitución ; por lo que no es suficiente que el acto de creación  normativa 
cumpla con las exigencias de producción y competencia establecidas en una norma previa que 
regula la materia, (validez formal) vigencia normativa.  En el Estado social, se debe cumplir con 
esta exigencia formal pero aún más importante el órgano encargado de la expedición de una norma 
se debe ceñir a las exigencias “sustanciales” establecida en la Constitución y solo así la norma será 
válida en el ordenamiento. (Ferrajoli, 1999) 
En este orden de ideas, en la estipulación de la prescripción laboral debió prever los 
vínculos sustanciales que perjudiquen a los trabajadores en su facultad de producción normativa. 
Los vínculos negativos que son los que imponen los derechos de libertad, donde el legislador debe 
respetar y no puede pasar por encima de estos aun cuando sea un pedido de toda una mayoría, le 
impone la carga de abstención, es decir que limita su facultad creativa en la actividad legislativa.  
Por consiguiente, aunado un poco sobre el marco referencial del Garantismo, las 
dimensiones sustanciales de la democracia y del Derecho, la jurisdicción adquiere un grado 
preponderante de importancia en este modelo de Estado, ya que es la encargada de velar por el 
cumplimiento de las exigencias sustanciales. De esta forma legítima el papel de órgano judicial y 
adquiere un grado mayor de independencia. 
Ahora bien, La transición del estado de derecho legislativo al estado Constitucional de 
derecho, impone grandes retos para la sociedad en su conjunto, pero especialmente a la comunidad 
jurídica y académica que debe asumir una posición activa y critica frente a las inconsistencias que 
se pueden presentar en este entramado jurídico debido a su complejidad conceptual. 
Siguiendo la tesis de profesor Luigi Ferrajoli, el Estado constitucional está llamado a tener 
índices de ineficacia en la aplicación de directrices vislumbrados en vicios del ordenamiento, esto 
se debe a la falta de coherencia que generan las normas vigentes, pero invalidas en el ordenamiento 
que no se han detectado (prescripción laboral Vs Salario como derecho humano).  
La falta de plenitud del sistema jurídico ocasiona lagunas que afectan a los asociados en el 
disfrute de sus derechos. En este último concepto la “plenitud” del ordenamiento, es donde se 
puede identificar el desarrollo de los derechos humanos laborales en especial en la falta de 
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mecanismos judiciales eficaces y propios que los garantice “el reconocimiento de lagunas 
generadas por los incumplimientos de las obligaciones positivas (…) indica, generalmente, no 
solo una falta de normas, sino también de técnicas apropiadas de garantía.”   (Ferrajoli, 1999, 
pág. 34). 
Así las cosas, es perentorio la creación de técnicas jurídicas que garanticen el goce efectivo 
de dichos derechos, ya que como se ha manifestado anteriormente son el pilar fundamental del 
Estado social de derecho “No existe una técnica garantista o bien se da de una forma bastante 
rudimentaria” (Ferrajoli, 1999, pág. 30); la falta de plenitud exige que se deben reconocer y 
determinar los incumplimientos del sistema y de esta forma diseñar garantías para impedir su 
continuidad, como el caso específico de la falta de garantías procesales para la exigencia de 
acreencias salariales del empleador hacia el trabajador. 
 
2.2. La Naturaleza Garantista del Derecho del Trabajo 
El derecho del trabajo ha tenido dificultades en la creación autónoma de su regulación desde 
sus inicios, el desprendimiento con el derecho civil obligó a determinar las condiciones laborales 
en un momento determinado. No obstante, la brecha entre estas dos disciplinas se ha ido acortando, 
en el entendido que la evolución económica ha hecho que se entre en confusión las relaciones 
privadas autónomas con carácter de libertad y las dependencias laborales, condición por la cual el 
derecho comercial ha entrado en disfunción también con el derecho del trabajo. (Ermida & 
Hernández, 2003) 
A pesar de lo anterior, han existido métodos teóricos que intentan resolver este conflicto: 
(i) existe la desregulación del derecho del trabajo, para que sea la autonomía de la voluntad de las 
partes para que acurden los presupuestos del ejercicio laboral, (ii) intentar flexibilizar las normas 
laborales, es decir, apropiarse de la evolución real económica y mantener en constante dinamismo 
transversal las normas laborales, (iii) otro aspecto modificador y conciliador de las disciplinas 
jurídicas en el conflicto disciplinario ha sido la evolución de la doctrina jurisprudencial que intenta 
excluir de los ordenamientos jurídicos disposiciones normativas que intenten con la justicia social 
en lo laboral. (Ermida & Hernández, 2003).  
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Entonces, el derecho del trabajo en la actualidad se enfrenta a diversas problemáticas las 
cuales abarcan todos los campos de aplicación que regula: el derecho colectivo, seguridad social 
y relaciones laborales. Pero, para comprender mejor estas dinámicas que afronta esta disciplina 
jurídica en la actualidad es importante distinguir los orígenes del derecho laboral. 
 
2.2.1. Orígenes de la regulación del trabajo 
La creación del derecho del trabajo  como disciplina autónoma, tuvo como finalidad poner 
fin a los abusos que se derivaban de la relación obrero-patrón en la ejecución de las actividades en 
las grandes fábricas de finales del siglo XIX, los abusos tenían su génesis en la  capacidad de 
negociar de las partes,  donde uno le imponía sus condiciones estipuladas en un contrato de trabajo 
y el otro no tenía más opción que aceptar, ya que de esta actividad dependía el sustento suyo y el 
de su familia.  Lo anterior, ocasiono que el movimiento obrero se organizara y tomara conciencia 
de su existencia como ser político y así poder reivindicar derechos y condiciones dignas de trabajo, 
generando lo que se ha denominado la “cuestión social”, esto conllevo en la intervención del 
Estado en la economía, en las relaciones obrero patronal y la implementación y regulación de la 
relación laboral. (Rojo, 2004 , pág. 2) 
Por lo tanto, la tendencia de regulación del trabajo y la intervención del Estado es una 
“categoría cultural” propia de la sociedad capitalista, que se origina en las sociedades 
industrializadas del siglo XIX, por las características de la relación capital-trabajo. (Rojo, 2004 ) 
Así, el derecho del  trabajo regula las relaciones originadas de la prestación de un trabajo, cuya 
actividad la realiza una persona natural, remunerada, por cuenta ajena, dentro de la organización 
y dirección de un tercero, es decir, configura los elementos esenciales de la relación laboral 
(subordinación, prestación personal y remuneración).  
Así, el derecho del trabajo busca equilibrar las cargas de poder, igualar materialmente los 
excesos de la subordinación entre el empleador y el trabajador por medio de derechos mínimos de 
rango constitucional.  
Por consiguiente, los acervos jurídicos en los Estados constitucionales para los trabajadores 
son abultados, la cláusula social impone la protección de los principios y derechos del trabajador, 
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tanto en sus aspectos sustanciales como procesales, promoviendo el amparo a la renuncia de los 
derechos ciertos e imprescriptibles (Art. 53 C.N).  
A pesar de lo anterior, la excepción a la regla de la irrenunciabialidad se manifiesta en el 
artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, el cual consagra la 
prescripción así:  
“Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán 
desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del 
trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación debidamente 
determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual”. 
 
 Es importante destacar que el término de prescripción inicia desde que la obligación se 
haya hecho exigible. 
Por consiguiente, como completo de lo anterior, el estudio adelantado por el Dr. Samir 
Bonett en artículo publicado para el Instituto Colombia de Derecho Procesal, indica que: 
“A pesar que se afirma que no existen derechos imprescriptibles, en Derecho Laboral y 
Seguridad Social hay casos que demuestran lo contrario, y que merecen especial referencia 
no sólo por ser una excepción, sino por el tratamiento que le da la Corte Suprema de 
Justicia, en algunos casos equivocado”. (Bonett, 2010, pág. 10) 
 
La imprescriptibilidad es un protector a los derechos fundamentales, si el derecho al trabajo 
y toda la disciplina laboral es consecuente con las disposiciones de los derechos humanos, deberían 
tener esa categoría; A pesar que la modificación a esta estipulación solo está en manos de los 
legisladores, es pertinente desde la academia apoyar posiciones proteccionistas al trabajador y dar 




2.3.Conceptualización del S alario. 
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Toda prestación personal del servicio que una persona realice a cuenta de otra, ya sea 
persona natural o jurídica y en continua subordinación, debe ser remunerada. Dicha 
contraprestación es denominada salario, como retribución por otorgar la fuerza de trabajo en una 
actividad. 
En razón a la normativa laboral, el artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo señala, 
como elementos integrales del salario: 
“Art. 127. Constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo 
lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, 
sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como primas, sobresueldos, 
bonificaciones habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del 
trabajo en días de descanso obligatorio, porcentajes sobre ventas y comisiones”. 
 
Se interpreta de la norma citada que todo pago hecho al trabajador sin importar el concepto 
o definición que se le dé es constitutivo de salario. Lo importante es determinar que toda 
remuneración realiza al trabajador debe corresponder a la retribución que el empleador hace al 
trabajador por la prestación personal de sus servicios, es necesario, de igual forma, que estén 
pactados dentro del contrato. 
Por otro lado, aquellos pagos que no corresponden a una contraprestación por la labor del 
trabajador, no se consideran salario, como aquellos otorgados por la mera liberalidad del 
empleador. En cuanto a los viáticos el Artículo 130 de la normativa laboral señala: 
“Art. 130. 1. Los viáticos permanentes constituyen salario en aquella parte destinada a 
proporcionar al trabajador manutención y alojamiento; pero no en lo que sólo tenga por 
finalidad proporcionar los medios de transporte o los gastos de representación. 
2. Siempre que se paguen debe especificarse el valor de cada uno de estos conceptos. 
3. Los viáticos accidentales no constituyen salario en ningún caso. Son viáticos accidentales 
aquéllos que sólo se dan con motivo de un requerimiento extraordinario, no habitual o poco 
frecuente.” (C. S. T) 
Ahora bien, desde un aspecto constitucional, el salario como retribución económica por la 
prestación personal de un servicio, está relacionado con el concepto de mínimo vital que ha 
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estipulado la Corte Constitucional, al respecto sostiene como sub-regla que el salario es mínimo 
vital y se puede reclamar por acción de tutela cuando 
“(i) el salario o mesada sea el ingreso exclusivo del trabajador o pensionado o existiendo 
ingresos adicionales sean insuficientes para la cobertura de sus necesidades básicas y que 
(ii) la falta de pago de la prestación genere para el afectado una situación crítica tanto a 
nivel económico como psicológico, derivada de un hecho injustificado, inminente y 
grave”. (C. Cons SU 995/1999) 
En este orden de ideas, el salario es el fruto del trabajo humano, por medio de él, el 
trabajador construye su vida y por eso la relación con el minimo vital, en la medida que el no pago 
de la remuneración afecta directamente su integridad. 
 
i. Pagos que no constituyen Salario. 
 
Para ser más estricto en consideración a los pagos que no constituyen salario, como aquellas 
remuneraciones  extras que otorga el empleador, verbi gracia,  primas extras, bonificaciones o 
gratificaciones ocasionales, participación de utilidades, excedentes de las empresas de economía 
solidaria y lo que recibe en dinero o en especie no para su beneficio, ni para enriquecer su 
patrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, como gastos de representación, 
medios de transporte, elementos de trabajo y otros semejantes. (C.S.T Art. 18) 
 
2.4. La Irrenunciabilidad del S alario. 
Las normas laborales son de orden público, es decir, tiene respaldo estatal de status 
positivos, que no es más que, los objetivos sociales del Estado y el respeto por los derechos 
fundamentales. Desde la dimensión sustancial, la irrenunciabilidad de derechos laborales es 
consecuente con la protección del trabajador desde un orden constitucional. La relación entre 
empleador-trabajador presupone la existencia de dependencia (subordinación jurídica) lo que es la 
desigualdad de las partes dentro del vínculo laboral, por lo tanto, la particularidad de ésta disciplina 
jurídica y del respaldo estatal de los derechos del trabajador. 
n consideración a lo anterior, la profesora Lis Eugenia de León Carrera, citano al profesor 
Guillermo Guerrero, señala que: 
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“La irrenunciabilidad es el medio que el legislador utiliza para proteger al trabajador, en su 
estado de necesidad, contra sí mismo. El carácter imperativo de las normas laborales  
responde al mismo propósito, lo que vale decir, que no puede dejarse al arbitrio de los 
destinatarios la observancia de las normas”. (Guerrero, 2002, pág. 78; León, 2009). 
Lo precedente, es la manifestación garantista del Estado Social de Derecho en la protección 
de las garantías laborales, de igual manera, la protección de un sistema económico que se sustenta 
con el trabajo como respeto de todo el orden social. Por lo tanto, así manifieste la voluntad del 
trabajador en la renuncia de sus derechos, puede exigirlos por medio de la acción procesal para 
reclamarlos, siempre y cuando no se haya extinguido por haber preinscrito. No obstante, es 
necesario el análisis de la naturaleza del salario y sus correlaciones como derecho fundamental. 
Por lo tanto, los salarios son derechos fundamentales, la característica especial de un 
derecho fundamental es porque son derechos subjetivos que corresponde universalmente a todos 
los seres humanos en cuanto dotados de status de personas, ciudadanos o personas con capacidad 
de obrar; “entendiendo por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva adscrita a un sujeto 
por una norma positiva, como presupuesto de su  idoneidad para ser titular de situaciones 
jurídicas y/o autor de los actos que son ejercidos”. (Ferrajoli, 1999, pág. 37) 
Complementando la definición anterior se conjugará con el criterio de derechos 
fundamentales como ley del más débil, concepto que se desarrolla por el autor posteriormente y lo 
define “Todos los derechos fundamentales son leyes del más débil como alternativa a la ley del 
más fuerte (…) Los derechos sociales, que son derechos a la supervivencia contra la ley de quien 
es más fuerte social y económicamente.” (Ferrajoli, 1999, pág. 45) 
De igual forma, otro criterio de identificación de un derecho fundamental es por medio de 
la interpretación desde el concepto de derecho subjetivo, el catedrático Rodolfo Arango en su texto  
El concepto de derechos sociales fundamental, define desde esta postura, partiendo desde la 
definición acertada y reconocida en el ámbito jurídico, indica que derecho subjetivo es: “el poder 
legal reconocido a un sujeto por medio de una norma legal, para la persecución de intereses 
propios mediante la exigencia a otro de hacer, permitir u omitir algo” (Arango, 2012, p. 23) 
 Por consiguiente, los derechos fundamentales al estar sustentados como derechos 
subjetivos, conservan los mismos criterios de verificación, pero se agrega el criterio de El grado 
de importancia.  Lo anterior se sistematiza de la siguiente forma: 
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Ilustración 1 Criterios de identificación de un Derecho Fundamental 
 
Nota: Creado por: Juan Sebastián Pineda Peláez, Johan Camilo Peñaloza porras, Diana Alejandra 
Bermúdez Alvarado. Tomado de (Arango, 2012, p. 72) 
En este sentido, los salarios adeudados están dentro de los criterios de derecho fundamental. 
Lo anterior se afirma, porque : (i) existe una norma jurídica que protege al trabajador, (ii) Existe 
una obligación por parte del empleador y del Estado a vigilar, (iii) La posición jurídica se adquiere 
cuando se reconoce el vínculo laboral, (iv) y el grado de importancia con rango constitucional es 
el establecido en el artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), al 
incluirlos dentro del catálogo de derechos humanos, vinculantes por bloque de constitucionalidad 
al Estado colombiano. 
Así las cosas, realizando la correspondencia conceptual entre derechos fundamentales y el 
salario como fruto del trabajo, conservan las mismas características, entre tantas, la 
imprescriptibilidad de la acción.  
Ahora bien, a continuación, se ahondará respecto al trabajo y los derechos laborales como 
derechos humanos, con el de fin dar argumentos válidos sobre el salario como derecho 
fundamental. 
 
2.5. Los Derechos Humanos Laborales 
Los derechos humanos laborales se definen como el compendio de derechos adscritos al 
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sobre los derechos propios de los trabajadores. No es más que la vinculación de las 
recomendaciones de la OIT y de los convenios suscritos que reglamentan los procedimientos y las 
formas en que se debe tratar a un trabajador dentro de su condición de tal. 
Para comenzar, como antecedente, se dice que la vinculación de los derechos laborales en 
los tratados internacionales de derechos humanos y en los Estados constitucionales tuvo gran 
acogida en el desarrollo jurídico internacional durante el siglo XX y también en los ordenamientos 
internos de los Estados. Con la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo en 1919 
y la regulación al trabajo que dicha institución cumple, se acoge con la Declaración Universal de 
Derechos Humamos (1948). En el ámbito nacional, la Constitución mexicana (1917) y la 
Constitución de Weimar (1919) son los primeros que introducen en sus cartas constitucionales 
derechos sociales, y más aun a los derechos laborales, propuesta que es recogida luego por la 
mayoría de las constituciones del siglo XX. Con ello se consolida la ubicación de los derechos 
laborales dentro del listado de los derechos humanos o de los derechos fundamentales. (Canessa, 
2006) 
A pesar de lo anterior, no es suficiente interpretar únicamente con los instrumentos 
internacionales para sostener que los derechos laborales recogidos comparten la naturaleza jurídica 
de los derechos humanos, sino que también es necesario relacionarlo con el criterio de la dignidad 
humanada, puesto que es en el desarrollo del vínculo laboral en donde emerge la realización de 
todos los demás derechos, no es en vano la relación con la seguridad social como presupuesto para 
la supervivencia de los trabajadores. 
Los derechos humanos laborales son aquellos que se encuentran en relación directa al 
trabajo y los trabajadores en particular. Así mismo, el marco jurídico convencional que ampara los 
diversos criterios de fundamentación de estos derechos en las relaciones laborales y que, además, 
son vinculantes para Colombia por bloque de constitucionalidad, son los siguientes: 
Tabla 1 Convenciones de la O.I.T, derechos humanos laborales 
CONVENIO OBJETO AÑO DE 
VIGENCIA 
29 de la O.I.T  sobre el Trabajo Forzosos 1930 
105 de la O.I.T sobre la Abolición del Trabajo Forzoso 1957 
Comentado [ÓJMQ30]: Parafraseo omado de 
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11 de la O.I.T sobre el Derecho de Asociación –agricultura 1921 
87 de la O.I.T sobre la Libertad Sindical y la Protección del 
Derecho de Sindicalización 
1948 
95 de la O. I.T Sobre la protección del salario 1949 
98 de la O.I.T sobre el Derecho de Sindicalización y Negociación 
Colectiva 
1949 
135 de la O.I.T sobre los Representantes de los Trabajadores. 1971 
141 de la O.I.T sobre las Organizaciones de Trabajadores Rurales 1975 
151 de la O.I.T sobre las Relaciones de Trabajo en la 
Administración Pública 
1978 
154 de la O.I.T sobre la Negociación Colectiva 1981 
100 de la O.I.T sobre la Igualdad de Remuneración 1951 
111 de la O.I.T sobre la Discriminación –empleo y ocupación 1958 
138 de la O.I.T sobre la Edad Mínima 1973 
182 de la O.I.T sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil 1999 
150 de la O.I.T sobre la Administración del Trabajo 1978 
 
Cuadro elaborado por: Juan Sebastián Pineda Peláez, Johan Camilo Peñaloza Porras, Diana 
Alejandra Bermúdez Alvarado. 
La anterior normativa esquematizada, es la representación de la órbita del derecho 
internacional público en relación a las reglas dispositivas generales que versan sobre los derechos 
de los trabajadores para todos los estados vinculados a la Organización Internacional del Trabajo. 
La importancia radica, en comprender el estado de cosas actuales que dan cuenta sobre el trabajo 
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como derecho humano fundamental, y por ende su relación a recibir pagos de salarios oportunos 
y justos. 
Ahora bien, partiendo de la premisa que la Constitución Política es la máxima 
representación del poder soberano, en ella se estipula los límites y vínculos que tiene el Estado con 
sus administrados. El conjunto de normas que en ella se proclaman, corresponden a la voluntad 
colectiva dentro del pacto social, sus derechos y obligaciones son de estricto cumplimiento; 
además de señalar parámetros para la creación de normas propendiendo por una interpretación 
sistemática y vertical. 
De igual forma, los principios y derechos fundamentales que introducen en el texto 
Constitucional configuran la caracterización y finalidad de un Estado-Nación, son la máxima 
representación positiva de los imperativos que inserta los Derechos Humanos para la protección 
de la dignidad Humana. En consecuencia, los derechos fundamentales que se inspiran en estos 
parámetros deben ser desarrollados y aplicados en procura de una interpretación armónica y 
coherente; no obstante, cuando existe vulneración entre derechos fundamentales o principios 
constitucionales simultáneamente, en un mismo caso, es el Juez el llamado a dirimir los conflictos 
de esta naturaleza, amparando rotundamente estos derechos por ser considerados prescriptibles. 
Por consiguiente, más allá de una Constitución rígida que represente los intereses sociales 
y políticos de un Estado, su máxima comprensión emerge del bloque de constitucionalidad, su 
realización consiste en el dinamismo interpretativo a la luz de los convenios, tratados y demás 
herramientas jurídicas internacionales que versan sobre Derechos Humanos, en este caso, con las 
recomendaciones de la OIT, como elementos directamente vinculantes para los Estados. 
En definitiva, el margen de aplicación de los derechos fundamentales se extiende más allá 
de la comprensión textual a una carta de disposiciones jurídicas que establece una Constitución, y 
por el contrario,  se extiende su interpretación más amplia, no solo a las consideraciones de la carta 
de Derechos Humanos, sino al criterio de la dignidad humana que implican todos los demás 
derechos, procurando que en el caso de los salarios como producto del trabajo puedan ser exigidos 
en cualquier tiempo. 
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2. LA IMPRES CRIPTIBILIDAD DE LOS  S ALARIOS  COMO TENDENCIA 
CONSTITUCIONAL EN LATINOAMERICA 
 
En Colombia, existe el fenómeno de la prescripción extintiva dentro de las acciones 
judiciales, el cual su finalidad es sancionar la inactividad por negligencia de las personas que 
desean acudir e la jurisdicción para la protección de sus derechos subjetivos; no obstante, desde la 
posición de los derechos humanos laborales y más el derecho al pago de los salarios, no tiene que 
existir en un Estado constitucional garantista. Puesto que, la inactividad del trabajador no se debe 
a que no tenga la voluntad de acudir ante un juez por sus derechos, sino en muchas ocasiones por 
desconocimiento, entonces, esta inactividad no se debe sancionar con la prescripción, en desarrollo 
de los valores y principios de justicia y trabajo consagrados en el Preámbulo y los artículos 1, 2 y 
25 de la constitución política. Situación que en otros Estado sociales, como el colombiano sí 
ocurre. 
Para comenzar, y ahondar al respecto, el Estado Plurinacional de Bolivia promulgo por 
asamblea nacional constituyente en el año 2009 su nueva constitución, lo que ha llamado la 
atención desde que se empieza la lectura de dicha carta política, es el respeto por las raíces 
culturales y la identidad nacional que como Nación tienen los bolivianos: esto se ve representado 
en el Preámbulo de su constitución, el gran catálogo de derechos fundamentales es demasiado 
amplio, además del respeto por la naturaleza y el medio ambiente. 
“Artículo 2. Dada la existencia pre-colonial de las naciones y pueblos indígenas  
originarios campesinos y su dominio ancestral sobre sus territorios, se garantiza su libre 
determinación en el marco de la unidad del Estado, que consiste en su derecho a la 
autonomía, al autogobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la 
consolidación de sus entidades territoriales, conforme a esta Constitución y la ley”. 
(Servicio de Capacitación en Radio y Televisión para el Desarrollo, 2009) 
 
De igual forma, el modelo de Estado que consideró pertinente el constituyente del hermano 
país es la configuración de un Estado Unitario Social de Derecho, la expresión no es un resultado 
al azar, puesto que la noción Social de Derecho le da una característica especial, que tiene que ver 
Comentado [ÓJMQ32]: Análisis propio 
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que además de proteger las libertades individuales, garantiza los derechos y piensa en el progreso 
social de todo el conglomerado. Lo anterior es la similitud conceptual que tiene dicho país con el 
nuestro, los dos emergen su característica en un Estado Social, pero que en Bolivia esa expresión 
es más consecuente durante todo el catálogo de derechos, y más aún en la protección al trabajador; 
sin embargo, antes de ahondar en las consideraciones constitucionales de progreso al trabajador es 
necesario contextualizar de mejor manera el concepto de Estado Social de Derecho. 
Es importante recalcar que, la semejanza en la organización estatal entre los dos países 
recae en su carácter de Estado social de Derecho, y por tanto tiene como característica la prestación 
o coordinación de ciertos servicios: asistencia sanitaria, salud, educación pública, regulación del 
trabajo, vivienda digna, etc. Además de la asistencia a grupos vulnerables, por medio de la 
redistribución de la riqueza y de igual forma desde un aspecto político se define como punto medio 
entre derecha e izquierda política: Se apropia del individualismo y de la propiedad privada, pero 
con función social de la propiedad, regulación de la economía, sistemas de seguridad y asistencia 
social, lo anterior para integrar las clases sociales y la evitar exclusión, y la marginación.  
 
3.2. La imprescriptibilidad de la acción laboral en el caso boliviano 
El ordenamiento jurídico boliviano se encuentra vigente dos normas que regulan la 
prescripción de la acción en lo laboral.  La primera es el Articulo 120 de la Ley General del Trabajo 
que dispone: “Las acciones y derechos provenientes de esta Ley, se extinguirán en el término de 
dos años de haber nacido ellas”. La segunda es la reforma a la Constitución realizada en el año 
2009, el cual en su Artículo 48 en el Numeral 4 dispone: “Los salarios o sueldos devengados, 
derechos laborales, beneficios sociales y aportes a la seguridad social no pagados tienen 
privilegio y preferencia sobre cualquier otra acreencia, y son inembargables e imprescriptibles”. 
(Caballero, 2013) 
Si bien es cierto que a primera vista se observa que la Norma constitucional deroga 
tácitamente a la ley general del trabajo, lo que sucede es que las dos disposiciones tienen total 
vigencia,  lo que es cierto es que la jurisprudencia a concluido que de las relaciones laborales 
producidas luego de la vigencia de la Constitución Boliviana de 2009 son amparadas bajo esta 
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figura progresista de la imprescriptibilidad de la acción en los salarios, mientras que las relaciones  
anteriores operará la prescripción bienal. 
 
Tabla 2 Paralelo Jurídico Colombia-Bolivia, imprescriptibilidad de la acción en los salarios 
CATEGORÍA COLOMBIA BOLIVIA 
IMPRES CRIPTIBLE Colombia en su 
ordenamiento jurídico 
laboral, establece el término 
trienal para la prescripción 
de la acción, cuando se 
adeudan salarios; sin 
embargo, existe 
imprescriptibilidad de los 
factores salariales para 
efectos de la liquidación de 









IV. Los salarios o sueldos 
devengados, derechos 
laborales, beneficios sociales 
y aportes a la seguridad social 
no pagados tienen privilegio y 
preferencia sobre cualquier 
otra acreencia, y son 
inembargables e 
imprescriptibles. 
PRES CRIBE CÓDIGO PROCES AL DEL 
TRABAJO Y DE LA 
S EGURIDAD S OCIAL. 
ARTICULO 151. 
PRES CRIPCION. Las 
acciones que emanen de las 
leyes sociales prescribirán en 
tres años, que se contarán 
desde que la respectiva 
obligación se haya hecho 
exigible. El simple reclamo 
escrito del trabajador, recibido 
por el {empleador}, sobre un 
derecho o prestación 
debidamente determinado, 
interrumpirá la prescripción, 
pero sólo por un lapso igual. 
DECRETO S UPREMO DE 
24 DE MAYO DE 1939 




“Las acciones y derechos 
emergentes por esta ley, se 
extinguirán en el término de 
dos años de haber nacido de 
ellas” 
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Nota: Ilustración elaborada por: Juan Sebastián Pineda Peláez, Johan Camilo Peñaloza 
Porras, Diana Alejandra Bermúdez Alvarado 
Es necesario aclarar que las disposiciones legales que imperan en el ordenamiento jurídico 
boliviano respecto a la prescriptibilidad de la acción y la imprescriptibilidad de la acción (Ley 
General el Trabajo Artículo 120 y Constitución política boliviana Articulo 48 numeral 4), se 
encuentran ambas vigentes; no obstante, el termino bienal de prescripción de los salarios que 
plateaba la Ley general del Trabajo rige exclusivamente para todo aquellos derechos laborales 
cuyo nacimiento fueron anteriores a la promulgación de la actual Constitución boliviana de fecha 
07 de Febrero de 2009. 
Lo importante es resaltar el avance progresista de los Estados latinoamericanos por el 
respeto de los derechos humanos y su materialización efectiva, en este caso, el Estado plurinacional 
de Bolivia, integró los postulados propios de un Estado garantista Social de Derecho, ejemplo que 
el Estado colombiano debe respaldar, pensando en posturas que se puedan obtener para un futuro 
Estatuto del Trabajo. 
 
3.3 La postura de la imprescribitilidad de la acción laboral, sostenibilidad de la hipótesis. 
 
El profesor argentino, Julio Grisolía (2005), comprende que la prescripción en el derecho 
laboral constituye una excepción al principio de irrenunciabilidad. El derecho al trabajo pertenece 
a un derecho humano de segunda generación o categoría, y así ha sido reconocido por el derecho 
internacional de los derechos humanos. Postura que se ha mantenido en la presente investigación 
y la viabilidad de ser reconocidos todos los derechos emanados de la relación laboral como 
imprescriptibles. 
El primer justificativo, es el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en el cual prescribe en su artículo 7º: 
"Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce 
de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: a) Una 
remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores; i) Un salario 
Comentado [ÓJMQ36]: El libro lo encuentras aquí 
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equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en 
particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los 
hombres, con salario igual por trabajo igual; ii) Condiciones de existencia dignas para 
ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del presente Pacto; b) La seguridad 
y la higiene en el trabajo; c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de 
su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los 
factores de tiempo de servicio y capacidad; d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la 
limitación razonable de las horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así 
como la remuneración de los días festivos." (Naciones Unidas, Derechos Humanos., 1966) 
El segundo justificativo es desde la caracterización de los derechos humanos, por lo que, al 
considerar los derechos laborales como derechos humanos, estos llevan consigo todos sus 
elementos. Los derechos humanos se caracterizan por ser interdependientes, irreversibles, 
progresivos, inalienables, irrenunciables, entre otras características propias cuyo análisis 
demandaría un trabajo particular. Pero se les ha asignado también el carácter de imprescriptibles 
cuando se está frente a delitos de lesa humanidad que atenten contra ellos. A palabras del profesor 
Grisolia: 
“Es por ello que es importante poner de resalto en este trabajo que la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha considerado que no sólo los delitos de lesa humanidad tienen 
carácter imprescriptible, sino que de acuerdo a lo resuelto por ella en el caso Bulacio las 
graves violaciones a los derechos humanos, sin llegar a tener las características de 
sistematizad y generalidad -inherentes a los crímenes de lesa humanidad-, tienen 
igualmente carácter imprescriptible. (…) Y es importante tener ello presente, puesto que, 
a mi entender, no va a pasar mucho tiempo hasta que la Corte considere también 
imprescriptibles aquellas acciones que atenten contra la integridad y dignidad de 
trabajador”. (Grisolia, 2005, pág. 177) 
 
La tendencia en la Latinoamérica en la última década, y más aún, en Bolivia, ha sido 
reivindicar los derechos de los trabajadores en virtud a sus derechos humanos, es incomprensible 
que aún se mantenga una desprotección a los trabajadores que desean reclamar sus salarios, sólo 
porque su conocimiento sobre dichas acreencias se tuvo fuera de tiempo. La imprescriptibilidad 
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en caso de reclamación de salarios debe ser contundente, en razón al respeto por los derechos 
humanos laborales y su vinculación en un Estado Garantista constitucional. 
La irrenunciabilidad y la imprescriptibilidad de los derechos fundamentales del trabajador, 
aquellos íntimamente vinculados con sus derechos humanos laborales, son reglas reciprocas, toda 
vez que el principio de irrenunciabilidad, derivado del principio de protección constitucional, es 
fuente dentro del derecho del trabajo. 
Para ilustrar mejor la situación, resulta necesario estructurar el círculo protector generado 
por el derecho al trabajo. 
Ilustración 2 Esquematización de la tesis propuesta. 
 
Ilustración elaborada por: Juan Sebastián Pineda Peláez, Johan Camilo Peñaloza Porras, 
Diana Alejandra Bermúdez Alvarado. 
Por dichas razones, los derechos adquiridos del trabajador durante la vigencia de la 
prestación del servicio, en especial el derecho a recibir sus salarios adeudados y su exigibilidad de 
reclamarlos son imprescriptibles, porque cumplen con los criterios de existencia de un derecho 
fundamental. 
Los derechos sociales fundamentales, como en el caso de los salarios, tienen las mismas 
características para su exigibilidad que de los derechos subjetivos y fundamentales, como se ha 
visto anteriormente, además de su imprescriptibilidad, en relación a los criterios de: (i) Una norma 
jurídica, (ii) La obligación jurídica, (iii) La posición jurídica, (iv) El grado de importancia, (v) El 
carácter general positivo. 
Además de la anterior explicación, también los derechos subjetivos tienen unas 
particularidades características evolucionadas desde un sustento analítico por parte del autor, y que 
Comentado [ÓJMQ37]: Ya mencioné donde encontrarlo 
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refuerzan su tesis al considerar que más allá de su mera definición de los derechos subjetivos, le 
son propios de igual forma a los derechos sociales, expone en suma a lo precedente, que los 
derechos subjetivos y fundamentales son exigibles también porque son: 
“Derecho de prima facie: Un derecho subjetivo es la posición normativa de un sujeto para 
la que es posible dar razones válidas. 
Derecho definitivo abstracto: Corresponde a las razones suficientes sobre su 
fundamentalidad (importancia jurídica). 
Derecho definitivo concreto: El no reconocimiento injustificado de este derecho le 
ocasiona un daño inminente al sujeto titular de este” 
En consecuencia, aportando la conceptualización del derecho subjetivo que es necesario, 
porque al no reconocerle esta identidad a los Derechos Sociales Fundamentales existe un quiebre 
y retroceso al Estado al no incentivar progreso social en derechos  y más en su exigibilidad 
inminente, aunado también que, los derechos sociales fundamentales son “indeterminados y por 
lo tanto no propiamente derechos sino directrices políticas”, y así permite de esta manera el 
reconocimiento constitucional, y si no es justificado será contrario al engranaje jurídico, 
ocasionando su reconocimiento judicial, aportando así una correspondencia y su exigibilidad.  
Por lo tanto, es consecuente lo que ha pronunciado la Corte sobre el valor fundamental del Salario 
al indicar: 
“El derecho de los trabajadores al pago oportuno de los salarios no sólo es una garantía 
constitucional (C.P. art. 53) sino que es un derecho fundamental, como quiera que deriva 
directamente de los derechos a la vida, salud y al trabajo”. (C. Cons T 973/2000) 
En pocas palabras los salarios son derechos fundamentales porque se consideran 
directamente relacionados a los derechos a la vida, la salud y el trabajo. Lo anterior, hace que sean 
cierto y a su vez imprescriptibles, entonces, en situación fáctica respecto al trabajador que luego 
de terminada la relación laboral oportunamente no reclama a la jurisdicción el pago de salarios 
adeudados por el empleador, por ninguna circunstancia podría operar la prescripción de la acción. 
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CONCLUS IONES  
 
La Corte Constitucional colombiana manifiesta en la sentencia C 072 de 1994, que es viable 
constitucionalmente la concepción de prescripción de las acciones laborales, argumentado que 
constituye una protección por parte del trabajador, además, que fortalece el principio de la 
seguridad jurídica, al considerar la prontitud del reclamo especifico. No obstante, no responde al 
estudio minucioso de los derechos y garantías del trabajador, no realiza un examen a los derechos 
fundamentales y excluye la concepción del trabajo como fin del Estado. 
Por otro lado, importante son los reparos de la Corte Constitucional al considerar que los 
pagos de los salarios constituyen derechos fundamentales, al considerarse directamente 
relacionados a los derechos a la vida, la salud y el trabajo. Lo anterior, hace que sean ciertos y a 
su vez imprescriptibles, entonces, en situación fáctica: respecto al trabajador que luego de 
terminada la relación laboral no reclama oportunamente a la jurisdicción el pago de salarios 
adeudados por el empleador, por ninguna circunstancia podría operar la prescripción de la acción. 
Es tan importante realizar el análisis conceptual a la sentencia C 072 de 1994, toda vez que, 
podemos vislumbrar las problemáticas estructurales en la normatividad laboral, se ha visto como 
países de la región que tiene como sustento políticas públicas de carácter programático y 
progresivo, sustentados en un Estado Social de Derecho que responden por la protección a los 
derechos laborales, en Colombia, aun aún hay tareas legislativas pendientes que sean dirigidas a 
la realidad social. Por esto, es necesario plantear la idea de un cambio normativo respecto a la 
prescripción de la acción, situación que hará proteger los intereses salariales del trabajador. 
En conclusión, los salarios adeudados al trabajador en su exigibilidad son imprescriptibles, 
al cumplir con los elementos de un derecho fundamental, y debe ser respetado por todo el engranaje 
estatal, como se evidencia en la teoría del garantismo constitucional, por lo tanto, luego de 
examinar los criterios conceptuales que identifican un derecho fundamental y su correlación con 
los salarios adeudados como fruto del derecho fundamental al trabajo, se concluye que puede ser 
posible su imprescriptibilidad de la acción desde un aspecto constitucional y derechos humanos.  
En definitiva, el régimen de prescripción colombiano atenta el Convenio 95 sobre la 
protección del salario de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, de 1949, a saber, los 
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artículos: 151 del C.P.T.S.S, y 488 del C.S.T, 41 del Decreto 3135 de 1968 y 102 del Decreto 1848 
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